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PRÓLOGO 

Con satisfacción, podemos ya reconocer que la realización de Jornadas 
Procesales nacionales ha devenido en una enriquecedora tradición, como 
fruto del entusiasmo, talento y esfuerzo de un grupo de procesalistas jóve-
nes que se empeñan en entregar, periódicamente, a la cultura del país y así 
ciencia procesal, el producto de sus afanes y agobios.

El volumen que, generosamente, se me ha pedido prologar, es cabal 
comprobación de lo que expongo.

¢&XiQWRV�WHPDV�SURFHVDOHV�SRGUtDQ�VHU�REMHWR�GH�DQiOLVLV�\�HVWXGLR�HQ�
unas jornadas de especialistas? Es casi imposible exponerlos todos. Cientos 
de institutos están allí, a disposición de los que deseen profundizar en sus 
KLVWRULDV��HQ�VXV�PDQLIHVWDFLRQHV��HQ�VXV�FODVL¿FDFLRQHV�HQ�VXV�LPSRUWDQ-
FLDV�MXUtGLFDV�\�VRFLDOHV��(Q�¿Q��¢SDUD�TXp�VHJXLU"�/D�OLVWD�HV�LQWHUPLQDEOH��
SHUR��FRQ�OD�PLVPD�FHUWH]D��VH�SXHGH�D¿UPDU�TXH��SUDFWLFDGD�XQD�VHOHFFLyQ��
HO�WHPD�GH�ORV�UHFXUVRV�¿JXUDUi�HQWUH�ORV�SUHIHULGRV�

Hay tantos motivos que explicarían este aserto, que no tiene sentido 
detenernos en ellos por ahora.

Con todo, la lectura de los trabajos recopilados en este libro, junto con 
permitir reforzar antiguas convicciones, abre la puerta a consideraciones, 
D�UHÀH[LRQHV�QXHYDV��DOHQWDGDV�SRU�FRQVWUXFFLRQHV� LQWHOHFWXDOHV� LQJHQLR-
sas, ilustradas, audaces, pero también, por aquellas con las que nuestra 
discrepancia tiene tanta fuerza, que, casi espontáneamente, nos imponen 
detenernos a rebatirlas.

Desde otro ángulo, el material recopilado denota, en su rica variedad, 
un conjunto de perspectivas que retratan a los autores. No es revivir el 
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viejo desencuentro entre prácticos y procedimentalistas, ni entre éstos y los 
procesalistas. No, tal no es el punto. No se trata de confrontar a febrero, a 
elizondo, a hevia bolañoS al conde la cañada ni a gutiérrez, el renom-
brado autor del Cuadernillo, con taruffo o con alguno de los doctrinantes 
españoles contemporáneos. No, a lo que apunto es a que los trabajos son el 
producto de quienes los dieron a luz y ello se nota. 

La aproximación recursiva de quienes militan en el campo penal o la-
boral es claramente diferente a la del comercialista o del civilista; tampoco 
VH�SXHGH�SUHVFLQGLU�GH�ODV�LGHRORJtDV�TXH��OHJtWLPDPHQWH��DÀRUDQ�HQ�ORV�FR-
mentarios, a lo menos, para contrastar miradas desde el ángulo individual 
frente al colectivo.

,JXDOPHQWH��LGHQWL¿FDGRUD��PH�SDUHFH��HV�OD�YLVLyQ�GHO�TXH�HMHUFH�OD�DER-
gacía en tribunales del que, en cambio, dedica sus afanes a la academia. No 
hay juicio de valor en las distinciones; no pretendo que una lectura sea me-
jor que la otra. Apenas preciso que son diferentes, aunque tampoco puedo 
negar que, en mi concepto, el ideal -a despecho del mayor desenfado con 
que, comparado con el litigante, el profesor emite sus opiniones- lo con-
forma la combinación de las actividades, especialmente cuando el tema es 
el de los recursos, uno de los institutos de mayor incidencia en la actividad 
tribunalicia y que ofrece tanta situación compleja, tanta faceta evolutiva y 
cambiante.

Esa que -parafraseando a SentíS melendo en la nota necrológica de 
calamandrei- lleva a descubrir, en la defensa de los intereses de los clien-
tes, facetas no contempladas ni imaginadas por el juez ni por el académico. 
De allí la relevancia del aspecto y eso explica la fuerza con la que SentíS 
D¿UPD�TXH�³calamandrei fue abogado. Lo fue con todas las potencias de 
VX�DOPD��6LQWLy�HVD�PLVLyQ�\�YLYLy�HVD�IXQFLyQ«´�

A estas alturas, me sorprenden las teorías que, a propósito de la impar-
tición de justicia y, especialmente, en materia de recursos, enfatizan, con 
FDUDFWHUHV�GH¿QLWRULRV��OD�LQFLGHQFLD�GH�DVSHFWRV�GH�H¿FLHQFLD�\�GH�FRVWRV�
económicos de la actividad, como elemento determinante para eliminar o 
PRGL¿FDU�LQVWLWXWRV��Justice delayed is justicie denied dijeron en el mundo 
anglosajón y da la impresión que se ha tratado de un lema o slogan seduc-
WRU�TXH�KD�WHQLGR�PiV�VXHUWH�TXH�OD�TXH�OH�FRUUHVSRQGtD��(O�SXQWR�DÀRUD�D�
propósito de tantos aspectos. Es cierto, todos queremos justicia rápida, jus-
ticia que cumpla su cometido, que resuelva la cuestión, pero a nadie le cabe 
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duda alguna cuál justicia preferir cuando ha de optarse entre justicia rápida 
y justicia de calidad adecuada o, si me permite el pleonasmo, más justa.

Tema diverso es el de encontrar modos, formas, maneras de evitar los 
excesos a que puede dar lugar la tardanza judicial; ello va desde las caute-
lares, precisamente, según calamandrei, llamadas a dar tiempo a la juris-
dicción, hasta modalidades de ejecución provisional garantizada con debi-
das cauciones. Pasa, también, por la adopción de nuevos institutos como 
medidas autosatisfactivas y/o con el adecuado manejo, entre nosotros, por 
ejemplo, de la protección constitucional, medio expedito, simple y barato 
que brinda solución inmediata y deja abierta la posibilidad para la rediscu-
sión ordinaria.

Lo cierto es que a la justicia hay que otorgarle y respetarle sus plazos. 

Para la maduración del proceso, escribía morello, es imprescindible 
pagar ciertos peajes: tiempo, costo, la falibilidad de los jueces, etc.; no es 
SRVLEOH�VDFDU�GH�TXLFLR�HO�SXQWR�GH�LQÀH[LyQ�HQWUH�OD�HVSHUD�\�OD�HVSHUDQ]D��
a despecho me parece, de esa suerte de candoroso romanticismo juvenil, 
que parece animar, de pronto, a quienes abogan por decisiones instantá-
neas, por resoluciones preliminares, como si en cuanto se le favorezca o se 
le perjudique, cada uno de nosotros no tuviera el derecho a que la sentencia 
judicial que afectará a su persona o a sus derechos, sea el fruto de una re-
ÀH[LyQ�VHUHQD�\�SDXVDGD��OHMRV�GH�SUHFLSLWDFLRQHV�H�LPSURYLVDFLRQHV��

Denegar, en cambio, el derecho a la impugnación del fallo dañoso, per-
judicial, equivocado o simplemente de aquel con el que no se concuerda, 
me parece orwellianamente perverso contra los derechos de las personas. 
La falta de celeridad, de rapidez, impone recordar, según apuntaba veScovi, 
citando a monteSquieu, que ciertas formas constituyen, precisamente, el 
precio que los ciudadanos debemos pagar para la custodia de nuestras li-
bertades y derechos.

3RU� RWUD� SDUWH�� HVWLPR� TXH� QR� KD\� EHQH¿FLRV� R� DVSHFWRV� HFRQyPLFRV�
estatales o sociales que invocándose, al establecerse el sistema de recursos 
MXGLFLDOHV�GH�XQ�RUGHQDPLHQWR��MXVWL¿TXHQ�HO�VDFUL¿FLR�GH�OLEHUWDGHV�R�GH-
rechos individuales básicos, simplemente porque, como he dicho en otras 
ocasiones, comparto sin vacilaciones el juicio de rawlS, en orden a que la 
justicia niega que la pérdida de libertad para algunos -y agrego, de dere-
chos fundamentales- se vuelva justa por el hecho de que un mayor bien sea 
FRPSDUWLGR�SRU�RWURV�R��HQ�VXV�SDODEUDV��TXH�FRPSDUWR�HO�TXH�³FDGD�SHUVRQD�
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posee una inviolabilidad fundada en la justicia que ni siquiera el bienestar 
GH�OD�VRFLHGDG�HQ�FRQMXQWR�SXHGH�DWURSHOODU´�

�(V�HO�FRQÀLFWR�TXH�VXE\DFH�D�OD�FRQWURYHUVLD�HQWUH�OD�MXVWL¿FDFLyQ�FD-
sacional del jus litigatoris o del estatizante jus constitutionis, con arreglo 
al cual el Estado asume la tutela del interés en remover los fallos adversos 
por medio de la casación, solo en cuanto coincida el interés del privado 
FRQ� HO� LQWHUpV� S~EOLFR��/D� WXWHOD� GHO� LQWHUpV� SULYDGR� �D¿UPDED� D� ORV� LQL-
cios, calamandrei (más tarde cambiaría de parecer)- se extiende sólo hasta 
donde coincida con el interés público, pero no más allá, frente a lo cual 
vázquez Sotelo escribe, con indesmentible molestia, que el argumento le 
parece absolutamente inadecuado, especialmente en una época de exigen-
cias sociales como la actual, en la que la justicia se consagra como exigen-
cia ineludible y básica de todo Estado de Derecho. Es como si, tratándose 
GH�OD�VDQLGDG�S~EOLFD��JUD¿FD��HO�(VWDGR�GLMHVH�D�XQ�SDFLHQWH��QRV�YDPRV�
a ocupar de su enfermedad solo hasta donde su padecimiento interese a la 
sanidad pública…

El tema de recursos impone pronunciarse acerca de su procedencia en 
procedimientos orales, teniendo en cuenta que, a estas alturas, en primer 
lugar, la revisión integral del fallo, esto es, la aptitud para revisar los he-
FKRV�\�GHO�GHUHFKR�GHO�PLVPR��HV�OR�TXH�GH¿QH�D�WRGR�UHFXUVR�

Cito más adelante, el fallo argentino en el caso Casals, en el que la 
Suprema Corte trasandina recurre a la teoría, consagrada en la doctrina y 
jurisprudencia alemanas, denominada Leistungsfähigkeit, que sería el ago-
tamiento de la capacidad de revisión. Leistung es el resultado de un esfuer-
zo y Fähigkeit es capacidad -la expresión se ha traducido también como 
FDSDFLGDG�GH�UHQGLPLHQWR���FRQ�OR�FXDO�VH�TXLHUH�VLJQL¿FDU��HQ�HVD�GRFWULQD��
que el tribunal de casación -y yo agrego, que cuánta mayor razón se aplica 
la teoría al simple recurso de apelación- debe agotar el esfuerzo por revi-
sar todo lo que pueda revisar, o sea, por agotar la revisión de lo revisable. 
)RUPXODGD�HVWD�WHRUtD��OD�&RUWH�VH�SUHJXQWD�TXp�HV�OR�QR�UHYLVDEOH�\�FRQ-
viene en que, lo único no revisable, es lo que surja directa y únicamente de 
la inmediación, tema sobre el cual vuelvo para comentarlo más adelante.

(V�FODUR�TXH��HPSHUR��DO�¿QDO��HO� WHPD�HV�HO�GH�OD�MXVWLFLD��SRU�OR�TXH�
es relevante en lo que, dando inicio al volumen, advierten Diego Palomo 
vélez y Nelson lorca Poblete, poniéndonos en guardia frente a esta con-
cepción reformadora de la justicia chilena, que pareciera poner todas las 
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apuestas en la celeridad de la actividad, ritmo que, además, se atribuye, 
casi privativamente, a la oralidad. Del mismo modo, criteriosamente nos 
invitan a tener en cuenta que no cabe depositar toda la suerte de la justicia 
en los jueces que, por lo pronto, son tan humanos como los abogados, idea, 
recuerdo ahora, que el mismo calamandrei compartía cuando comenta-
ED��FRQ�DGPLUDFLyQ��HO�VXEWtWXOR�TXH�HO�WUDGXFWRU�DO�DOHPiQ�GHO�³(ORJLR«´�
HVFRJLy� SDUD� OD� REUD� \� TXH� VLPSOHPHQWH� GHFtD� ³7DPELpQ� ORV� MXHFHV� VRQ�
KRPEUHV«´�

Esta búsqueda, a toda costa, de la celeridad en el enjuiciamiento, que 
ha afectado la imagen de la justicia reformada en Chile, sostienen, al pa-
recer sólo interesada en el cumplimiento de índices o metas cuantitativas 
\�DO�¿QDO��\�HVSHFLDOPHQWH�HQ�FXDQWR�D�PDUFDV�GLFH�UHODFLyQ��WRGR�OR�TXH�
se vincula con el reforzado papel que se espera puedan cumplir los jueces 
chilenos cada vez más poderosos y cada vez menos controlados por sus 
superiores.

Ofrecen, estos autores, sólidos argumentos para reiterar la idea de que 
la celeridad de la gestión judicial y la oralidad, con su modalidad básica de 
inmediación, son elementos importantes de un proceso debido, pero ni los 
únicos ni, por lejos, los más importantes, por lo que, destacando la garantía 
que importa para los justiciables, el derecho al recurso, demuestran que el 
mismo excede los ámbitos del proceso penal.

$O�HIHFWR�� �SHUPtWDVHPH�XQD�UHÀH[LyQ�SHUVRQDO�HQ�HVWD�DFWLYLGDG�PH-
ramente descriptiva- no puedo sino congratularme de la referencia a la 
2SLQLyQ� &RQVXOWLYD� ������ GH� OD� &RUWH� ,QWHUDPHULFDQD�� TXH� GHVGH� WDQWR�
tiempo vengo invocando entre nosotros, precisamente, para reiterar que las 
garantías que el art. 8.2 del Pacto de San José establece, para quien se so-
mete a un proceso penal, se extienden idénticamente a procesos en los que 
se debaten derechos de otra naturaleza, sobre lo cual volveré más adelante.

&RQ¿UPDQGR�OD�ULTXH]D�TXH�DO�OLEUR�FRQ¿HUH�HVWD�H[SRVLFLyQ�GH�SRVL-
ciones encontradas, pero sustentadas, todas ellas, en argumentos serios y 
fundados, encontramos visiones que, enfatizando una concepción econo-
PLFLVWD�\�H¿FLHQWLVWD�GHO�TXHKDFHU�MXGLFLDO��FRPR�OD�GH�5D~O�núñez ojeda 
y Pablo bravo hurtado��QRV�H[SOLFDQ�TXH�OD�PHWD�GH�OD�H¿FLHQFLD�HFRQy-
PLFD�HV�OD�PD[LPL]DFLyQ�GH�ORV�EHQH¿FLRV�\�PLQLPL]DFLyQ�GH�ORV�FRVWRV�
SURYHQLHQWHV� GH� FLHUWD� DFWLYLGDG�� SDUD� D¿UPDU� TXH� VL� HO� EHQH¿FLR� GH� ORV�
recursos procesales es la corrección de errores, la pregunta siguiente, desde 
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un punto de vista económico, es determinar en qué medida tal corrección 
cuenta como un bien privado o público, lo que importa plantear que el ori-
JHQ�GHO�¿QDQFLDPLHQWR�GH�OD�DFWLYLGDG�GHSHQGHUi�GH�OD�FDOL¿FDFLyQ�TXH�VH�
FRQ¿HUD�D�OD�DFWLYLGDG��

En abono, recordarán -como ocurre en un par de artículos más- que 
³MXVWLFLD�WDUGtD�HV�MXVWLFLD�GHQHJDGD´�D¿UPDFLyQ�TXH��HVWLPDQ��UHÀHMD�FR-
rrectamente, desde un punto de vista económico, el fenómeno que para un 
litigante va perdiendo valor una sentencia, aun siendo favorable, a medida 
que es dictada con cada vez más demora.

Lo anterior, en sustento de la idea de que un recargo de trabajo en tri-
bunales superiores, por la generosidad del derecho a impugnar, obsta al 
otorgamiento de justicia rápida a la que se aspira, sin perjuicio del alto 
costo público que ello genera.

Naturalmente, se plantea en el trabajo, y se contesta negativamente, 
la interrogante en torno a si la noción constitucional de debido proceso 
incluye al derecho al recurso, salvo, claro está, respecto del proceso penal 
y particularmente a favor del afectado por una sentencia condenatoria. Es 
improcedente -se lee en el documento- sostener la existencia de un dere-
cho al recurso en el proceso civil chileno, pues ello carece de raigambre 
normativa y jurisprudencial, tanto a nivel del derecho interno chileno como 
GHO� GHUHFKR� LQWHUQDFLRQDO� UDWL¿FDGR� SRU�&KLOH�� RSLQLyQ� TXH� FRPSDUWH� OD�
Ponencia de fuenteS y riego, tras analizar los Tratados Internacionales y, 
en especial, el artículo 8.2 del Pacto de San José de Costa Rica, y efectuar 
una relectura de Herrera Ulloa con Costa Rica y, particularmente, de la 
2SLQLyQ�&RQVXOWLYD�������GH�OD�&RUWH�,QWHUDPHULFDQD��TXH�SHUVRQDOPHQWH�
y desde hace tanto tiempo -como adelanté- he citado en sentido contrario 
al de los autores, todos ellos originarios, principalmente, de la vertiente 
penalista.

Como es sabido, el fenómeno es consecuencia de la reticencia penal a 
estimar la existencia de una Teoría General del Proceso que, alentada por 
la penalística alemana, confía la enseñanza del derecho procesal a quienes 
militan en la ciencia penal.

(O� ³RUGLQDULR´� UHFXUVR�GH� DSHODFLyQ�� GLUtDPRV� HO� UHFXUVR�SRU� DQWRQR-
masia, recibe preferente atención de los autores que el libro recoge, lo que 
en mi concepto exige reconocer que, a pretexto de la celeridad de la de-
cisión y del irrestricto respeto a la inmediación, con notoria demagogia e 
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LUUHÀH[LyQ��QR�VRODPHQWH�VH�KD�SURFODPDGR�HQWUH�QRVRWURV�TXH�GHEH�HOLPL-
narse la apelación, esto es, la segunda instancia, sino que, en los hechos, 
en relevantes facetas del ordenamiento jurídico nacional procedimental, 
efectivamente se la ha marginado totalmente.

(VWD�¿ORVRItD�IXH�DFRJLGD�SRU�QXHVWUR�GLVWUDtGR�OHJLVODGRU��D�TXLHQ��OL-
teralmente, entre gallos y medianoche, por concepciones políticas disfra-
]DGDV�GH�PRGHUQLVPR�FLHQWt¿FR��OH�OOHYDURQ�D�HOLPLQDU�OD�GREOH�LQVWDQFLD�
en materia laboral, sin el resguardo esencial del sistema penal que -restrin-
giendo notablemente el recurso de apelación- tuvo, sin embargo, la pre-
caución de instaurar un tribunal colegiado para que asumiera el primer 
juzgamiento. Este mismo proceder llevó a Alfredo vélez, el notable pro-
FHVDOLVWD�DUJHQWLQR��D�¿QHV�GH�OD�SULPHUD�PLWDG�GHO�VLJOR�SDVDGR��D�HQIUHQWDU�
las críticas que se le hicieron por haber generado una fórmula igual para el 
Código de Proceso Penal de Córdoba, a sostener, no sin apreciable ironía 
y humor, que en su Proyecto no había eliminado la segunda instancia, sino 
la primera…

Por su parte, tras sostener que la revisión que se realiza en segunda ins-
tancia constituye un quiebre a la inmediación, entendida en su sentido más 
estricto, pues el tribunal de alzada no tendrá un contacto personal, directo, 
in situ, con las pruebas practicadas, Cristián contreraS rojaS se pregunta 
si es necesario que el tribunal revisor tenga esa relación inmediata con los 
elementos del proceso o, incluso, si es posible exigir un respeto absoluto 
de la inmediación en todas las instancias del proceso.

Reiterando la idea, vulgarizada por lo atractiva y simplona que resulta, 
contreraS�IRUPXOD�OD�SUHJXQWD�FOiVLFD�¢&yPR�HV�SRVLEOH�TXH�SHUVRQDV�TXH�
no asistieron a la audiencia del juicio, puedan imponer su decisión sobre la 
de aquel que percibió y se relacionó directamente con las partes y pruebas?

Acertadamente, el autor contesta la interrogante desvirtuándola, lo que 
PH�SDUHFH�TXH�FRQWULEX\H�D�GHVPLWL¿FDU�HVWD�VXHUWH�GH�GRJPD�TXH�VH�KD�
formado con la idea de que los juicios orales no admiten apelación, por la 
lejanía del tribunal de segundo grado con la prueba rendida.

Al efecto, vale bien recordar lo resuelto el 20 de septiembre de 2005, 
por la Suprema Corte argentina en el emblemático caso “Casals”, oca-
sión en la que, a propósito de la casación, pero en términos absolutamente 
DSOLFDEOHV�D�OD�DSHODFLyQ��VRVWXYR��³«VH�SODQWHD�FRPR�REMHFLyQ��TXH�HVWD�
revisión es incompatible con el juicio oral, por parte del sector doctrinario 



8

TXH�PDJQL¿FD�OR�TXH�HV�SXUR�SURGXFWR�GH�OD�LQPHGLDFLyQ��6L�ELHQ�HVWR�VyOR�
puede establecerse en cada caso, lo cierto es que, en general, no es mucho 
lo que presenta la característica de conocimiento exclusivamente prove-
niente de la inmediación. Por regla, buena parte de la prueba se halla en la 
propia causa registrada por escrito, sea documental o pericial. La principal 
cuestión, generalmente, queda limitada a los testigos. De cualquier mane-
ra, es controlable por actas lo que éstos deponen. 

Lo no controlable es la impresión personal que los testigos pueden cau-
sar en el tribunal, pero de la cual el tribunal debe dar cuenta circunstancia-
da si pretende que se la tenga como elemento fundante válido, pues a este 
respecto también el tribunal de casación puede revisar criterios; no sería 
admisible, por ejemplo, que el tribunal se basase en una mejor o peor im-
presión que le cause un testigo por mero prejuicio discriminatorio respecto 
de su condición social, de su vestimenta, etc.

A lo resuelto por la Corte es preciso agregar que, para que la referida 
impresión personal que al juez le produjo el testigo o el modo en que le 
LQÀX\y�OD�¿UPH]D�GH�VXV�DVHYHUDFLRQHV�R��SRU�HO�FRQWUDULR��OD�LQFRKHUHQFLD�
de sus dichos resulte determinante en la decisión, es indispensable que el 
sentenciador deje constancia de ello en el fallo, lo que la Corte habrá de 
considerar para evaluar o ponderar la prueba.

Esto importa, en mi concepto, que no es ética ni legalmente admisible 
que un juez se deje llevar por el dicho del testigo -hombre o mujer- que le 
causó impresión, por su aspecto, por su dicción o por consideraciones tan 
subjetivas como las anteriores, de las cuales, sin embargo, no deja constan-
cia en el fallo para que el tribunal superior las tenga en cuenta.

En apoyo del autor, cito nuevamente, hoy, la vapuleada Opinión 
&RQVXOWLYD�������GH�OD�&RUWH�,QWHUDPHULFDQD��GH����GH�DJRVWR�GH�������TXH�
en términos que no requieren de interpretación técnica especializada, pro-
FODPD��VLPSOHPHQWH��TXH�³«HQ�PDWHULDV�TXH�FRQFLHUQHQ�FRQ�OD�GHWHUPL-
QDFLyQ�GH�>ORV@�GHUHFKRV�\�REOLJDFLRQHV�GH�RUGHQ�FLYLO��ODERUDO��¿VFDO�R�GH�
FXDOTXLHU�RWUR�FDUiFWHU��HO�DUWtFXOR���QR�HVSHFL¿FD�JDUDQWtDV�PtQLPDV��FRPR�
lo hace en el numeral de 8.2 al referirse a materias penales. Sin embargo, 
el concepto de debidas garantías se aplica también a esos órdenes y, por 
ende, en ese tipo de materias el individuo tiene derecho también al debido 
SURFHVR�TXH�VH�DSOLFD�HQ�PDWHULD�SHQDO«´�

Acontecen, empero, los mismos penalistas que concluyen, con razón, 
que el derecho al recurso consagrado en el art 8.2 letra h) del Pacto de San 
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José de Costa Rica, es una garantía mínima del imputado en causa pe-
nal; sostienen que ella no se extiende a los procesos civiles, lo que parece 
una contradicción insuperable a la luz de lo señalado por la propia Corte 
Interamericana, que ha sostenido que tal derecho, como los restantes del 
artículo 8.2 del Pacto, no pueden dejar de extenderse a las causas en las 
TXH�VH�GLVFXWDQ�GHUHFKRV�\�REOLJDFLRQHV�GH�RUGHQ�FLYLO��ODERUDO��¿VFDO�R�GH�
cualquier otro carácter.

(Q� WRUQR� D� OD� FDVDFLyQ�� UHVXOWD� JUDWL¿FDQWH� OD� H[SRVLFLyQ� GH� -RUGL�
delgado caStro, cuyo trabajo se centra, en mi opinión, fundada y talen-
tosamente, en la defensa de nuestra casación, demostrando, con sólidos 
argumentos, las razones por las cuales el cambio a un modelo en que, con 
criterios colectivos, prime la defensa del interés general por sobre el in-
dividual de las personas que han recurrido en procura de justicia, termina 
-obviamente- perjudicando al justiciable y, a su vez, a la imagen de los 
órganos jurisdiccionales.

Juan Carlos marín gonzález, en cambio, en exposición histórica de 
alto interés y de primerísima calidad, se pregunta por qué la casación na-
cional constituye una instancia más y, recorriendo críticamente los sen-
deros por los que transcurrieron por décadas y décadas, tanto la práctica 
forense como la jurisprudencia del siglo anterior, engarza el tema con el 
malhadado recurso de queja -devenido en tercera instancia, gracias a los 
hábitos de los operadores nacionales- para concluir en que, solamente des-
GH������HQ�DGHODQWH��KDQ�YXHOWR�ODV�DJXDV�D�VX�FDXFH�RULJLQDO�\�OD�FDVDFLyQ�
en el fondo ha renacido como última opción de los litigantes para obtener 
la justicia del caso concreto. 

No menos crítico se muestra Jorge larroucau torreS al analizar la 
relación de la casación con la valoración de la prueba, actividad que le 
OOHYD�D�FHQVXUDU�ODV�UHLWHUDGDV�D¿UPDFLRQHV�GH�OD�&RUWH��HQ�HO�VHQWLGR�TXH�
siendo, en general, las normas sobre valoración de pruebas, facultativas 
para los jueces de la instancia, ellas no constituyen leyes reguladoras de 
la prueba, lo que conduce al rechazo de los recursos que impugnan tal 
ponderación. Sorprende al autor el que la Corte no haya reparado en que el  
DUW������GHO�&yGLJR�GH�3URFHGLPLHQWR�&LYLO�QR�IDFXOWD��VLQR�TXH�RUGHQD�DO�
MXH]�SUHIHULU�OD�SUXHED�³PiV�FRQIRUPH�FRQ�OD�YHUGDG´��FXDQGR�VH�YH�HQIUHQ-
tado a pruebas contradictorias, lo que constituye un mandato imperativo, 
cuya vulneración debería autorizar la procedencia de la casación.
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La tesis que exacerba el rol de las creencias y de la prudencia judi-
FLDO� �HVFULEH�� VH�KD�YLVWR�GHVD¿DGD�SRU� ORV� IDOORV�HQ�TXH� OD�SURSLD�&RUWH�
Suprema incluye dentro de las leyes reguladoras de la prueba a las reglas 
³TXH�GLVFLSOLQDQ�OD�IRUPD�FyPR�HO�VHQWHQFLDGRU�GHEH�UHDOL]DU�OD�SRQGHUD-
ción comparativa entre los medios de la misma especie y entre todos los 
UHFRQRFLGRV�SRU�HO�RUGHQDPLHQWR�OHJDO´��'H�DFXHUGR�FRQ�HVWH�~OWLPR�HQIR-
que, concluye, reglas legales como la sana crítica, la presunción judicial 
\�HO�FLWDGR�DUW������&3&��VRQ�QRUPDV�FX\D�DSOLFDFLyQ�HQ�HO�FDVR�FRQFUHWR�
puede ser controlada a través de la casación en el fondo.

Con gran sentido de la realidad y con una visión protectora del derecho 
de las personas que comparto, Pamela aStorga Páez enfatiza que una re-
gulación normativa que establezca una selección discrecional y que impida 
la protección del ius litigatoris, privilegiando exclusivamente el ius consti-
tutionis�R�LQWHUpV�S~EOLFR�GH�OD�FDVDFLyQ��VH�DOHMDUtD�GH�ORV�¿QHV�QDWXUDOHV�GH�
la casación, afectando el derecho al recurso, por lo que semejantes criterios 
QR�SXHGHQ�WHQHU�FDELGD�HQ�OD�FRQ¿JXUDFLyQ�OHJDO�GHO�UHFXUVR��

&RQ�H[SUHVLRQHV�FDWHJyULFDV� UHLWHUD�TXH�XQD�FRQ¿JXUDFLyQ� OHJDO��TXH�
niegue el acceso a un recurso de manera discrecional, transformaría el de-
recho al recurso en una mera declaración, la que carecería de un correlato 
HQ�OD�UHDOLGDG��OR�TXH�HQ�GH¿QLWLYD�KDFH�GHVDSDUHFHU�HO�GHUHFKR�DO�UHFXUVR��

En un primer trabajo, Claudio fuenteS maureira y Cristián riego 
ramírez adelantan que se proponen demostrar que, al contrario de lo que 
se cree, los tratados internacionales, en materia de derechos humanos, no 
ordenan nada parecido a un derecho a un recurso, reiterando que no exis-
ten razones para sostener que el derecho internacional de los derechos hu-
manos exija a los Estados latinoamericanos la existencia de recursos para 
WRGRV� ORV�SURFHVRV�GH�FDUiFWHU�QR�SHQDO��HQWUH�HOORV�� ORV�HVSHFt¿FDPHQWH�
civiles. 

Criteriosamente, estiman que una buena discusión sobre el régimen 
recursivo y que aborde el problema de manera constructiva, debiera, en 
primer lugar, basarse en un diseño procesal que ponga el acento en la vi-
gencia de las garantías principales en los procedimientos de la instancia 
básica, para luego atender lo referente a la contribución del régimen, tanto 
HQ� OR�TXH� VH� UH¿HUH�D� OD� FDOLGDG�GH� ODV�GHFLVLRQHV�HVSHFt¿FDV�FRPR�D� OD�
coherencia y previsibilidad de conjunto del sistema, ponderando también 
cuidadosamente sus costos, tanto económicos como de demora. 
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Concluyen, con razón, que lo más probable es que las soluciones a las 
que se logre arribar deban ser diferenciadas, lo que impone abrirse a la 
posibilidad de sistemas diferenciados, en los que existan procedimientos 
con y sin recursos o procedimientos con recursos más amplios o más limi-
tados, dependiendo de diversas circunstancias, como complejidad, montos 
patrimoniales involucrados, etc. 

En un segundo estudio, los mismos autores revisan la situación del re-
curso de nulidad penal nacional, frente a la evolución de la jurispruden-
cia de la Corte Interamericana, desde los años del fallo Herrera Ulloa vs. 
Costa Rica, destacando, en su concepto, un incremento en la convicción de 
que una apelación amplia derive en una condena en segunda instancia que 
QR�HVWp�VRPHWLGD�D�XQ�UpJLPHQ�RUGLQDULR�GH�LPSXJQDFLyQ��$¿UPDQ�TXH�HO�
fallo del caso Mohamed supone un alejamiento de la noción inicial de que 
la solución frente a los cuestionamientos a los nuevos sistemas recursivos 
consistía en el restablecimiento de la doble instancia. 

)LQDOPHQWH�� H[SRQHQ�� TXH� HQ�Norín Catrimán la Corte parece haber 
buscado una cierta conciliación entre el valor del derecho a recurrir y las 
demás garantías que se han ido estableciendo y desarrollando por medio 
del avance de los procesos penales orales y se podría razonablemente in-
terpretar que la Corte Interamericana reconoce que la regulación de los 
recursos debe articular la vigencia de las garantías del juicio oral con la 
del derecho al recurso y que, por lo tanto, una regulación restrictiva de 
este último no es necesariamente problemática, siempre que el diseño del 
recurso permita un revisión de todos los aspectos relevantes de la condena 
y que los tribunales revisores utilicen en la práctica esas facultades y no 
se amparen en una interpretación tradicional, de acuerdo con la cual sólo 
los aspectos normativos pueden ser objeto de revisión. En consecuencia, 
concluyen, parece claro que la jurisprudencia interpretativa del derecho al 
recurso por la Corte no cuestiona el diseño legislativo del recurso de nuli-
dad regulado en el Código Procesal Penal chileno.

Como ha dicho una autoridad nacional, me parece que la conclusión 
¿QDO�FRUUHVSRQGH�D�XQ�wishful thinking: admitamos que cometimos enton-
ces un error, o creamos, en cambio, que lo que aprobamos como Código 
Procesal Penal está en lo cierto; es claro que por vía del recurso de nulidad 
no se permite que el tribunal que conoce de él valore las pruebas y esta-
blezca los hechos. Tal fue la intención de los redactores, del legislador y es 
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lo que consta en el articulado vigente. Lo que se diga en contrario simple-
mente no se ajusta a la realidad.

Todavía en el ámbito penal, Guillermo oliver calderón llama la aten-
FLyQ�DFHUFD�GH�OD�LPSRUWDQFLD�GH�D¿UPDU�OD�LPSURFHGHQFLD�GHO�UHFXUVR�GH�
nulidad y la procedencia del de apelación contra la sentencia que se dicta, 
FXDQGR�HQ�HO�SURFHGLPLHQWR�VLPSOL¿FDGR�HO�LPSXWDGR�DGPLWH�UHVSRQVDEL-
lidad en los hechos contenidos en el requerimiento, lo que en su idea salta 
fácilmente a la vista. Ello repercute, entre otros aspectos, tanto en la inter-
posición del recurso -el plazo para recurrir no será de diez días (art. 372, 
LQF�����&33���VLQR�GH�FLQFR��DUW������&33����FRPR�HQ�OD�FRPSHWHQFLD�GHO�
tribunal superior éste podrá volver a valorar los antecedentes de la inves-
WLJDFLyQ�\�FRQ¿UPDU�R�UHYRFDU�OD�VHQWHQFLD�LPSXJQDGD��GHELHQGR��HQ�HVWD�
última hipótesis, dictar una nueva sentencia, sin que pueda ordenar la repe-
tición del procedimiento. 

El autor, sin embargo, de inmediato advierte que el nuevo artículo 37, 
TXH� OD�/H\�1���������GH������� LQFRUSRUy� D� OD�/H\�1���������GH�������
sobre penas sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, la 
decisión que concede o deniega una pena sustitutiva -la que formalmente 
HVWi�FRQWHQLGD�HQ�OD�VHQWHQFLD�GH¿QLWLYD��KD�UHVXOWDGR�DSHODEOH�SDUD�DQWH�
el tribunal de alzada respectivo. De esto se desprende que cabe apelación 
contra la decisión de conceder o denegar una pena sustitutiva, contenida 
HQ�OD�VHQWHQFLD�GH¿QLWLYD�GLFWDGD�HQ�HO�SURFHGLPLHQWR�VLPSOL¿FDGR��KD\D�R�
no admitido el imputado responsabilidad en los hechos del requerimiento, 
es decir, haya habido o no audiencia de juicio. Por lo tanto, los efectos 
de la aceptación de su planteamiento se proyectan sólo en el ámbito de la 
valoración de los antecedentes de la investigación y del establecimiento 
de los hechos que se den por probados, además, desde luego, del derecho 
aplicable a los mismos, materias en las cuales el tribunal superior tendría 
amplias facultades. 

Al analizar la jurisprudencia sobre los recursos de queja deducidos en 
PDWHULD�SHQDO��)HOLSH�gorigoitía abbot recuerda que este recurso, hoy re-
cogido en el artículo 82 de la Constitución, tiene una vinculación con la 
Carta tan fuerte para nuestro supremo tribunal, que ha llegado a decir que 
³OD� HOLPLQDFLyQ�GHO� UHFXUVR�GH�TXHMD� HQ�XQ�SURFHGLPLHQWR� MXULVGLFFLRQDO�
importa limitar indebidamente el ejercicio de una facultad constitucional 
exclusiva y excluyente de los tribunales superiores de justicia, cual es la 
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disciplinaria. En efecto, el recurso de queja reconoce su fuente en el artí-
culo 82 de la Constitución Política de la República, como una manifesta-
ción concreta de la superintendencia directiva y correccional de la Corte 
Suprema sobre todos los tribunales de la Nación, facultad y deber que no 
puede limitarse ni menos eliminarse por la vía legal, sin contrariar una 
QRUPD�GH�FDUiFWHU�VXSHULRU�FRPR�OD�VHxDODGD´�

Recuerda opiniones que estiman improcedente este recurso por resolu-
ciones que fallan un recurso de nulidad penal, tanto porque éstas no son ca-
OL¿FDEOHV�FRPR�VHQWHQFLDV�GH¿QLWLYDV�QL�LQWHUORFXWRULDV�FRPR�SRU�HO�WHQRU�
del inciso primero del art. 387 CPP, pero consigna que, excepcionalmente, 
la Corte Suprema haciendo caso omiso a su propia doctrina y sin dar mayo-
res explicaciones de su actuar, entra a conocer el fondo de algunas quejas 
FXDQGR�MX]JD�TXH�HO�GHIHFWR�GHQXQFLDGR�HV�VX¿FLHQWHPHQWH�JUDYH�

1RUPDOPHQWH��D¿UPD��HVWH�UHFXUVR�QR�DFDUUHD�FRQVHFXHQFLDV�GLVFLSOL-
narias para los jueces involucrados, debido a la inaplicación de facto que 
KDFH�OD�&RUWH�6XSUHPD�GHO�LQFLVR�¿QDO�GHO�DUW������&27��OR�TXH�WHUPLQD�SRU�
FRQ¿JXUDU�D�OD�TXHMD�FRPR�XQ�PHGLR�GH�LPSXJQDFLyQ�TXH��PiV�DOOi�GH�OD�
formalidad, no tiene reales connotaciones disciplinarias. 

)LQDOPHQWH��WHUPLQD�ODPHQWDQGR�TXH�OD�IDFXOWDG�SDUD�DFWXDU�GH�R¿FLR�GH�
la Corte Suprema distorsione aún más el sistema, debido a que termina por 
SHUPLWLU�TXH�FXDOTXLHU�UHVROXFLyQ�SXHGD�VHU��D�OD�ODUJD��PRGL¿FDGD�SRU�HVWD�
vía, si es que ella lo estima conveniente. 

)UDQFLVFR�ferrada culaciati propone una crítica aproximación al rol 
que, en el campo laboral, ha jugado la Corte Suprema en materia de lo que 
denomina derechos fundamentales procesales.

Se pregunta por el destino de los vicios procesales en que se incurre 
con ocasión del conocimiento y fallo del recurso de nulidad, y de la sen-
WHQFLD�TXH�VH�GLFWD�HQ�VX�YLUWXG��\�D¿UPD�TXH�HO�UHFXUVR�GH�XQL¿FDFLyQ�GH�
jurisprudencia, en este terreno, tiene por misión lograr una jurisprudencia 
uniforme sólo en materia sustantiva, no en temas adjetivos o procesales. 

Tras reiterar que la noción de derecho fundamental procesal se encuen-
tra históricamente presente y reconocida a nivel de tratados internaciona-
les, constitucional, como de jurisprudencia y de doctrina, explica que la 
Corte Suprema tiene dos vías para conocer de vulneraciones a las garantías  
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SURFHVDOHV�HQ�HVWD�VHGH��HO�UHFXUVR�GH�TXHMD�\�OD�QXOLGDG�GH�R¿FLR�GH�DFWRV�
SURFHVDOHV��DPEDV�LQLGyQHDV�SDUD�FXPSOLU�FRQ�WDO�¿QDOLGDG��

Concluye, acertadamente, sosteniendo que se hace indispensable que la 
Corte Suprema recupere el rol tutelar en materia de derechos fundamenta-
les procesales en sede laboral.

También, mirando censuradoramente el proceder de nuestro máximo 
WULEXQDO�� HQ� PDWHULD� GH� UHFXUVR� GH� XQL¿FDFLyQ� \� MXULVSUXGHQFLD� ODERUDO��
Enrique letelier loyola escribe que, con el predicamento que el recur-
so es una garantía para los justiciables, si el legislador adopta la decisión 
GH�FRQ¿JXUDU�XQD�YtD�LPSXJQDWLYD�EDMR�OD�IRUPD�GH�UHFXUVR��GHEH�GRWDUOR�
GH�DOJXQDV�FXDOLGDGHV�TXH�DVHJXUHQ�VX�DFFHVLELOLGDG��H¿FDFLD�H�LGRQHLGDG��
estándares ampliamente desarrollados por la jurisprudencia del sistema in-
teramericano de los derechos humanos. 

)RUPXOD�UHSDURV�D�OD�&RUWH�SRU�OD�PX\�HVWULFWD�LQWHUSUHWDFLyQ�TXH�KDFH�
GH�ORV�UHTXLVLWRV�IRUPDOHV�SDUD�OD�LQWHUSRVLFLyQ�GHO�UHFXUVR�GH�XQL¿FDFLyQ�
ODERUDO�� OR� TXH�� ¿QDOPHQWH�� GHVYLUW~D� DO� UHFXUVR� FRPR�YtD� SDUD� UHPRYHU�
XQ�DJUDYLR��SXHV�HO�UHFXUVR�GH�XQL¿FDFLyQ�MXULVSUXGHQFLDO�VH�DFWLYD�SRU�OD�
interposición de un litigante legitimado y se resuelve en una sentencia de 
reemplazo, no siendo de la clase de recurso establecido en el solo interés 
de la ley. 

6LHQGR�TXH�FRQ�HO�UHFXUVR�GH�XQL¿FDFLyQ�GH�MXULVSUXGHQFLD�ODERUDO�VH�
tiende a la uniformidad en la aplicación jurisdiccional del derecho, es pre-
ciso acudir a las reglas del precedente, por las que el juez ad quem ha de 
YHUL¿FDU�OD�QHFHVDULD�DQDORJtD�HQWUH�ORV�KHFKRV�GHO�FDVR�TXH�DFWXDOPHQWH�
conoce y los hechos de las sentencias invocadas como fundamento del 
recurso; interpretar la ratio decidendi y decidir si la o las que se proponen 
por el recurrente tienen fuerza vinculante en el caso actual. 

El requisito normativo de fundabilidad del recurso, explica, consiste 
en que los Tribunales Superiores de Justicia del país hayan sostenido dis-
tintas interpretaciones respecto de la materia de derecho, objeto del juicio, 
OR�TXH�UHVXOWD�GHO�DUWtFXOR�����GHO�&yGLJR�GHO�7UDEDMR��GH�ODV�TXH�DSDUHFH�
TXH�OD�¿QDOLGDG�XQL¿FDGRUD�GHO�UHFXUVR�UHYHOD�TXH�OD�&RUWH�6XSUHPD�GHEH�
necesariamente conocer y comparar hechos, pues toda interpretación de 
una norma jurídica general, de la que se deriva la aplicación de una regla 
jurídica a un caso concreto, parte de la determinación judicial de unos he-
chos probados. 
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La facultad de la Corte para declarar, por unanimidad, inadmisible el 
recurso, en su opinión, debe ser interpretada y utilizada restringidamente 
VyOR�D�ORV�FDVRV�HQ�TXH�HO�UHFXUVR�DGROH]FD�GH�PDQL¿HVWD�R�QRWRULD�IDOWD�GH�
fundamentos. 

Concluye, sosteniendo que cabe repudiar la aplicación restrictiva de los 
UHFXUVRV�TXH�DIHFWH��SULQFLSDOPHQWH��HQ�VX�DFFHVLELOLGDG��LGRQHLGDG�\�H¿FD-
FLD�VHJ~Q�ODV�¿QDOLGDGHV�TXH�HO�VLVWHPD�GH�ODV�LPSXJQDFLRQHV�OH�DWULEX\H��

Todavía en el ámbito laboral, Omar aStudillo contreraS aboga por 
incrementar la capacidad de rendimiento del recurso de nulidad laboral, 
instrumento a través del cual el tribunal superior debe cumplir con el deber 
de hacer efectivo el derecho al recurso de las personas.

Coincide en que, conforme a la Corte Interamericana, son aplicables las 
garantías del proceso penal a otros órdenes del Derecho, añadiendo que la 
inmediación no es obstáculo para la revisión, dado que no es un método 
para el convencimiento del juez, sino una técnica para la ejecución de las 
pruebas, de manera -expone agudamente- que seguir viendo trabas en ella, 
más bien semeja un salvoconducto para evitar toda clase de control.

Sin citarla, su opinión está en plena armonía con la recordada sentencia 
argentina del caso Casals, como se comprueba al leer que, en su concepto, 
si de lo que se trata es de examinar y validar el razonamiento probatorio, 
GH�¿VFDOL]DU�XQD�DFWLYLGDG�LQWHOHFWXDO�R�UDFLRQDO��QR�HV�SUHFLVR�KDEHU�HVWDGR�
en el juicio, bastando con leer la sentencia y servirse de la información que 
proporciona a su lector, a cualquier lector. 

En una amplia concepción de la noción de impugnación, debe cobijarse 
WDPELpQ�DO�MXLFLR�TXH�VH�HQWDEOH�SDUD�REWHQHU�OD�PRGL¿FDFLyQ��UHYRFDFLyQ�R�
anulación de una resolución o de un acto administrativo.

En esta línea, Eduardo Soto KloSS, tras analizar características e histo-
ria de la acción declarativa de mera certeza, concluye en que ella constituye 
un muy útil medio procesal para proteger, amparar y defender los derechos 
de las personas frente a la Administración y permitirles su goce efectivo. 

Coherente con el tema -la actividad administrativa y acciones jurisdic-
cionales- Alejandro vergara blanco destaca que el régimen recursivo en 
el derecho administrativo chileno padece de diversas distorsiones, tanto en 
la vía recursiva administrativa como en la vía recursiva jurisdiccional, sin 
que exista un factor único que las haya introducido. En su parecer, ellas 
VH� GHULYDQ� GH� XQD� FRQÀXHQFLD� GH� IDFWRUHV� OHJLVODWLYRV�� DGPLQLVWUDWLYRV��
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jurisdiccionales y doctrinarios, si bien, determinados tipos de distorsiones 
están VXMHWRV�D�LQÀXHQFLDV�HVSHFt¿FDV�SUHSRQGHUDQWHV��

Tras determinar que estas distorsiones -y otras tantas que pueden hallar-
se en nuestro régimen jurídico- constituyen elementos que contrarían el de-
bido funcionamiento del Estado de Derecho, el autor concluye que resulta 
DFRQVHMDEOH�TXH�VHDQ�H[DPLQDGDV�\�FRUUHJLGDV�HQ�EHQH¿FLR�GH�ORV�GHUHFKRV�
de las personas, de la servicialidad de la acción estatal, de la efectividad en 
el control de la Administración y de la primacía del bien común, prevista 
HQ�HO�DUWtFXOR����LQFLVR����GH�OD�&RQVWLWXFLyQ�3ROtWLFD�GH�OD�5HS~EOLFD��

Próximo al dominio administrativo y, concretamente, incursionando en 
el derecho de la Libre Competencia, Andrés fuchS niSSim enfatiza que 
toda la revisión judicial depende centralmente de la interrelación existente 
entre dos variables: el carácter especializado o generalista del revisor de la 
decisión (variable orgánica) y del ámbito que le es conferido para decidir 
(variable sustantiva); sin embargo, admite, cualquiera sea el diseño ins-
titucional escogido, el caso irá a un tribunal generalista, ya sea desde un 
comienzo en último término, mediante la correspondiente revisión que le 
corresponderá hacer a la respectiva Corte Suprema.

Por lo mismo, opina que la variable más importante no es la naturaleza 
del órgano revisor, sino que la del decisor primario y, en consecuencia, de 
lo que se trata es de poder establecer un control judicial que, junto con ga-
UDQWL]DU�ORV�¿QHV�SURSLRV�TXH�OH�FRUUHVSRQGHQ�D�OD�UHYLVLyQ�MXGLFLDO��SXHGD�
ser coherente con los valores escogidos por el diseño institucional, todo lo 
cual, entendemos, se debe predicar con indiferencia de la naturaleza del 
asunto cometido a la jurisdicción.

Cuando el diseño institucional escogido, explica, cuenta un decisor es-
pecializado, como ocurre un modelo administrativo bifurcado o un sistema 
administrativo, el principal valor que se quiere asegurar es la experticia 
del adjudicador. En consecuencia, dado que el principal valor del diseño 
chileno es la especialización, ello debería repercutir en el rol de la Corte 
Suprema y su ámbito de control.

 Por lo mismo, explica, debido a la carencia de conocimiento experto 
en libre competencia por parte de esta última, uno esperaría que ella no 
examine todos los aspectos de la decisión previa, sino que su examen se 
FLUFXQVFULED�D�ORV�DVSHFWRV�SURFHVDOHV�\�D�YHUL¿FDU�TXH�QR�H[LVWDQ�YXOQHUD-
FLRQHV�ÀDJUDQWHV�GHO�GHUHFKR�
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En su concepto, la Corte Suprema chilena no ha reconocido la natura-
leza de especialista del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia y no 
ha sido deferente al momento de revisar sus sentencias.

Le parece del todo ilógico que, luego del complejo diseño institucional 
creado respecto de ese Tribunal, el legislador haya optado por desconocer-
lo completamente, entregando la posibilidad que, por vía de un medio de 
impugnación amplio, un órgano jurisdiccional no especializado, como la 
&RUWH�6XSUHPD��VH�SURQXQFLH�GH�IRUPD�GH¿QLWLYD�VREUH�WRGRV�\�FDGD�XQR�GH�
los aspectos que ha conocido el TDLC.

(VWLPD��FRQ�WRGD�UD]yQ��TXH�HV�OD�LQVX¿FLHQWH�SURSLD�UHJXODFLyQ�VREUH�
el recurso de reclamación la que ha permitido a la Corte Suprema actuar 
con un escaso grado de deferencia, ya que las dos variables importantes 
para estos efectos, esto es, la naturaleza del órgano primario y el ámbito de 
revisión, han sido combinados de manera inexacta.

Conclusivamente, aboga por lo que llama un estándar acotado, lo que 
permitiría evitar que, en lo sucesivo, se puedan seguir produciendo errores 
conceptuales en los casos complejos y aun en los simples. Propone dotar 
de coherencia al diseño institucional con el rol de la Corte Suprema, lo que 
QR�OH�LPSHGLUtD�PRGL¿FDU�ODV�GHFLVLRQHV�FXDQGR�FRQVLGHUDUD�TXH�KD�H[LVWL-
do un error de derecho.

Comenzando a concluir la sucinta descripción del contenido de este 
volumen, destaco un trabajo con características procesales generalísticas, 
presentado con su habitual talento y severidad intelectual por Alejandro 
romero Seguel, encaminado a exponer y a lidiar con los variados proble-
mas procesales que promueven las obligaciones solidarias, destacándose 
entre los más recurrentes: i) la necesidad de delimitar si la legitimación 
para ejercitar la acción contra o por los codeudores es individual o conjun-
WD��OR�TXH�UHSHUFXWH�HQ�HO�WLSR�GH�OLWLVFRQVRUFLR�TXH�VH�GHEH�FRQ¿JXUDU�SDUD�
reclamar a varios o por varios (voluntario, necesario o unitario); ii) la iden-
tidad subjetiva y objetiva para efectos de la procedencia de la excepción 
de litispendencia y de cosa juzgada; iii) el modo de extinguir el proceso en 
el caso de procesos paralelos para satisfacer el mismo interés económico; 
iv) los efectos comunes o personales de los recursos interpuestos por al-
JXQR�GH�ORV�FRGHXGRUHV��IUHQWH�D�OD�SDVLYLGDG�GH�RWURV��Y��OD�H¿FDFLD�GH�OD�
sentencia respecto de otros codeudores solidarios que no ha sido parte de 
la relación procesal. 
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 Tras analizar la naturaleza jurídica de las obligaciones solidarias y 
efectuar un versado paso por las doctrinas civilísticas, destaca romero 
que, junto a la pluralidad de relaciones jurídicas presentes en la obligación 
solidaria, otro rasgo distintivo de este vínculo es la denominada unidad del 
objeto. 

$FODUD�TXH�HO�DUW�������GHO�&yGLJR�&LYLO�� VHxDOD�TXH�³OD�FRVD�TXH�VH�
GHEH� VROLGDULDPHQWH� SRU�PXFKRV� R� D�PXFKRV�� KD� GH� VHU� XQD�PLVPD´��<�
recuerda que, sobre este elemento, Peñailillo puntualiza que en la solida-
ULGDG�SDVLYD�OD�XQLGDG�GH�REMHWR�GHEH�HQWHQGHUVH�HQ�VX�VLJQL¿FDGR�MXUtGLFR�
más que material; no se trata de que cada uno deba su prestación, que resul-
ta idéntica a la de los otros; simplemente todos deben lo mismo.

&RQFOX\H��¿QDOPHQWH��D¿UPDQGR�

1ª) Las denominadas tesis de romana y francesa, desarrolladas princi-
palmente por los autores de derecho civil del siglo XIX, para explicar la 
naturaleza de la obligación solidaria, no resultan actualmente satisfactorias 
para resolver los problemas procesales que surgen en la reclamación judi-
cial de este tipo de relación jurídica con pluralidad de sujetos. 

2ª) La doctrina que concibe a las obligaciones solidarias como una plu-
ralidad de vínculos con unidad de prestación, en cambio, permite compa-
tibilizar el concepto de parte en sentido procesal con el de parte en sentido 
material. Esa explicación también permite conciliar, de mejor forma, los 
límites que impone el principio de la bilateralidad o audiencia en la exigi-
bilidad judicial de las obligaciones solidarias. 

3ª) El obligado solidario que no forma parte de la relación procesal, 
donde se reclama una obligación solidaria, debe ser considerado como un 
tercero en sentido técnico.

)LQDOPHQWH�� HQ� HO� OLEUR� VH� LQFOX\H� XQ� WUDEDMR� GH� OD� SURIHVRUD� FRORP-
biana, Mónica buStamante rúa�� GHQRPLQDGR� ³/D� ,PSXJQDFLyQ� FRQ-
tra Sentencias Condenatorias en el Proceso Penal colombiano: Especial 
5HIHUHQFLD�DO�5HFXUVR�GH�$SHODFLyQ��(VWXGLR�&RQVWLWXFLRQDO�\�/HJDO´�

Recuerda la autora que el derecho de impugnación en Colombia deriva 
GH�ORV�FRQWHQLGRV�GH�ORV�DUWtFXORV��������\�����GH�OD�&RQVWLWXFLyQ�3ROtWLFD�
\�TXH� OD�&RUWH�&RQVWLWXFLRQDO�VH�KD�RFXSDGR�GHO�GHQRPLQDGR�³SULQFLSLR�
GH�LPSXJQDFLyQ�\�FRQ�pO�GH�ORV�UHFXUVRV�MXGLFLDOHV�HQ�JHQHUDO´��(O�WUDEDMR�
se hace cargo del conocido problema a que da lugar el hecho de que un 
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tribunal superior revoque la sentencia absolutoria y dicte otra condenato-
ria, frente a lo cual surge la interrogante en torno a cómo ejercerá ese con-
denado el derecho que le otorgan los Pactos para recurrir la sentencia con-
denatoria, si, en primer término, no había antes un fallo que lo condenara y, 
en segundo lugar, la condena la impone el tribunal superior o que conoció 
de la apelación. Expone el trabajo que, como en Colombia no existe solu-
ción legal frente a un requerimiento particular, la Corte Constitucional de 
&RORPELD�VH�SURQXQFLy�D�WUDYpV�GH�OD�VHQWHQFLD�&������GHO����GH�RFWXEUH�
GH� ������ GHFODUDQGR� OD� LQFRQVWLWXFLRQDOLGDG� SRU� RPLVLyQ� OHJLVODWLYD� FRQ�
efectos diferidos, en cuanto se omite la posibilidad de impugnar todas las 
sentencias condenatorias, concretamente, la posibilidad de apelación de 
sentencias condenatorias proferidas por primera vez en segunda instancia.

'HVWDFD�OD�DXWRUD�VHQWHQFLDV�GH�FRPLHQ]R�GH�ORV���¶�TXH�HVWDEOHFLHURQ�
desde los primeros años de existencia de la Corte Constitucional, que:  
a) la Constitución y la ley promueven, a través de diversos recursos, la 
consecución de un resultado justo como desarrollo de la actividad judicial,  
b) la Constitución asigna a los recursos ordinarios y extraordinarios que 
puedan proponerse contra las providencias judiciales una importancia de-
cisiva como mecanismos que permitan al aparato judicial depurar los con-
tenidos injustos de las decisiones jurisdiccionales, c) la concesión de los 
recursos no debe supeditarse a un excesivo ritualismo o sobre carga de 
requisitos formales habida consideración de su cometido de justicia, d) es 
OD�OH\�OD�TXH�GH¿QH�ORV�PHFDQLVPRV�GH�LPSXJQDFLyQ�\��HQ�FRQVHFXHQFLD��ORV�
recursos, e) la cosa juzgada marca el límite que la ley establece a las im-
pugnaciones y mutaciones de que puede ser objeto una sentencia judicial, 
f) impugnar una sentencia es oponerse con razones a lo resuelto en ella, g) 
HO�DUWtFXOR����GH�OD�&RQVWLWXFLyQ�3ROtWLFD�XWLOL]D�HO�YHUER�³LPSXJQDU´�TXH�
HV�JHQpULFR�� QR� VH� UH¿HUH� D�XQD� IRUPD�GH� LPSXJQDU� HQ�SDUWLFXODU�� FRPR�
tampoco menciona recurso alguno, h) otro medio de impugnar las sen-
tencias condenatorias consiste en la nulidad, e i) el derecho a impugnar la 
sentencia condenatoria hace parte del núcleo esencial del debido proceso.

 Concluye el trabajo consignando que los citados son los lineamientos 
GH�LQWHUSUHWDFLyQ�TXH��¿QDOPHQWH��GHEHUiQ�VHU�YDORUDGRV�SRU�HO�OHJLVODGRU�
FRORPELDQR�DO�PRPHQWR�GH�GH¿QLU�HO�PHFDQLVPR�GH�LPSXJQDFLyQ�TXH�UH-
solverá el vacío existente en torno a la ausencia de recurso ordinario contra 
la primera sentencia de condena que se produce en segunda instancia, tal y 
como quedó planteada la cuestión en su trabajo. 
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$O�¿QDOL]DU�HVWDV�SDODEUDV��VRODPHQWH�UHVWD�IHOLFLWDU�D�ORV�RUJDQL]DGRUHV�
de las Jornadas, a las autoridades universitarias y a los demás responsa-
bles que, con paciencia, constancia y generosidad, se han esforzado en su 
publicación.

Raúl tavolari oliveroS



PRESENTACIÓN DEL DIRECTOR

/D�)DFXOWDG�GH�&LHQFLDV�-XUtGLFDV�\�6RFLDOHV�GH�OD�8QLYHUVLGDG�GH�7DOFD�
tuvo el honor y la responsabilidad de organizar la V Jornada Nacional de 
'HUHFKR�3URFHVDO��TXH�VH�GHVDUUROOy�GXUDQWH�ORV�GtDV���\���GH�QRYLHPEUH�
GH�������HQ�HO�&DPSXV�7DOFD��GH�QXHVWUD�&DVD�GH�(VWXGLRV��(VWDV�-RUQDGDV�
se constituyen como el encuentro de mayor importancia de la comunidad 
procesalista del país. Son organizadas al alero de un sólido consorcio de 
)DFXOWDGHV�QDFLRQDOHV�GH�SUHVWLJLR��TXH�FXHQWDQ�FRQ�XQ�HVSHFLDO�VHVJR�\�
sensibilidad por el desarrollo del Derecho Procesal, las que han terminado 
por consolidarse como referentes del área en nuestro entorno jurídico. 

Es por esta razón que, anualmente, el Derecho Procesal se da cita con 
HO�REMHWR�GH�SRVLFLRQDU� WHPDV�GH�DFWXDOLGDG�HQ�OD�GLVFXVLyQ�FLHQWt¿FD�� OR�
que redunda directamente en las ansias de fortalecer, dar crecimiento y 
contribuir al desarrollo de esta rama del Derecho, dejando atrás antiguas 
HWLTXHWDV�TXH�FDOL¿FDQ��FRQ�QR�SRFD� LJQRUDQFLD��HQ�RFDVLRQHV�VXSLQD��GH�
meramente procedimentalista, formalista y adjetiva esta área del estudio 
del Derecho.

Esta instancia ha dado testimonio en los años anteriores de venir de-
VDUUROODQGR�SDQHOHV�GH�JUDQ�QLYHO�FLHQWt¿FR�TXH��D�OD�SRVWUH��WHUPLQDQ�SRU�
generar un interés sobre todo tipo de operador jurídico, ya no relacionado 
estrecha y exclusivamente con la academia, sino aquel que es parte de 
nuestra práctica jurídica cotidiana en los Tribunales de Justicia. 

Esta constatación deja en claro que actividades de esta índole ya no 
cumplen un rol de generación de conocimiento solamente abstracto y teó-
rico, sino que guardan una ceñida relación con la realidad y ejercicio de la 
profesión. 
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En particular, en esta ocasión, las Jornadas abordaron un tema trans-
versal: el estudio en los recursos procesales en los diferentes tipos de pro-
cedimiento, haciéndose cargo tanto de sus aspectos prácticos como teó-
ricos, con la clara intención de abrir los debates a un público amplio y 
heterogéneo. 

Esperamos haber cumplido una declarada aspiración, cual es, que la 
9�-RUQDGD�1DFLRQDO�GH�'HUHFKR�3URFHVDO��GHVDUUROODGD�HQ�OD�)DFXOWDG�GH�
&LHQFLDV�-XUtGLFDV�\�6RFLDOHV�GH�OD�8QLYHUVLGDG�GH�7DOFD��VH�KD\D�FRQYHU-
WLGR�HQ�HO�HYHQWR�FLHQWt¿FR�GH�UHIHUHQFLD�GHO�DxR������\��DGHPiV��VLUYDQ�
como modelo al resto de instancias de este tipo en nuestro país.

En el corto plazo, esta iniciativa pretende continuar la senda de la con-
solidación y prestigio nacional que ha seguido hasta el día de hoy. Muestra 
de ello es que, a la fecha de estas líneas, nos encontramos en la cuenta re-
JUHVLYD�SDUD�OD�9,�-RUQDGD�1DFLRQDO��D�UHDOL]DUVH�ORV�GtDV����\����GH�RFWXEUH�
SUy[LPR��HQ�OD�)DFXOWDG�GH�'HUHFKR�GH�OD�8QLYHUVLGDG�GH�&KLOH�

Además, en una decisión del Consorcio en su integración original, se 
asumió el compromiso de hacer entrega formal a la comunidad de los re-
VXOWDGRV�FLHQWt¿FRV�REWHQLGRV�PHGLDQWH�SXEOLFDFLRQHV�TXH�UHFRMDQ�ODV�SR-
nencias y comunicaciones de los participantes en estas Jornadas. Evidencia 
del cumplimiento de este compromiso es la obra que ahora ponemos a 
disposición de los lectores y que lleva por título Recursos Procesales: 
Problemas Actuales. Estudios reunidos de la V Jornada Nacional de 
Derecho Procesal, que recoge, en un solo volumen, trabajos de gran re-
levancia y calidad, que han sido objeto de revisión ciega por parte de pa-
res expertos en la materia, como corresponde a una publicación que res-
ponda a los estándares de calidad y rigurosidad que se respetan por las 
)DFXOWDGHV�LQWHJUDQWHV�GHO�&RQVRUFLR�HQ�JHQHUDO��\�OD�8QLYHUVLGDG�GH�7DOFD�
en particular. 

Agradezco especialmente la colaboración de los coordinadores de la 
obra, profesores Dr. Jordi delgado y Dr. Raúl núñez, a quienes admiro 
sinceramente por su compromiso puesto en sacar este proyecto adelante, 
sin vacilaciones. Agradezco, asimismo, la gentileza del maestro D. Raúl 
tavolari, de acceder a prologar esta obra, lo que es especialmente sig-
QL¿FDWLYR� SRU� OD� UHFRQRFLGD� H� LQGLVFXWLGD� UHOHYDQFLD� TXH� KD� WHQLGR� SDUD�
el desarrollo del Derecho Procesal en el país y en la región. Agradezco 
WDPELpQ�DO�'HFDQR�GH�OD�)DFXOWDG�GH�&LHQFLDV�-XUtGLFDV�\�6RFLDOHV�GH�PL�
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8QLYHUVLGDG�� OD�8QLYHUVLGDG�GH�7DOFD��'U��5D~O�carnevali, por el apoyo 
LQFRQGLFLRQDO�SUHVWDGR�SDUD�FRQFUHWDU�HVWD�REUD��)LQDOPHQWH��DJUDGH]FR��D�
der edicioneS�\�VX�SURIHVLRQDO�HTXLSR�HGLWRULDO�SRU�FRQ¿DU�HQ�OD�VHULHGDG�
de nuestra propuesta, que esperamos sea sólo la primera de muchas que 
vengan en el futuro. 

$SURYHFKR��¿QDOPHQWH��GH�GDU� OD�ELHQYHQLGD� IRUPDO�D� ORV�QXHYRV� LQ-
WHJUDQWHV� GHO� &RQVRUFLR�� ODV� SUHVWLJLRVDV� )DFXOWDGHV� GH� 'HUHFKR� GH� OD�
3RQWL¿FLD�8QLYHUVLGDG�&DWyOLFD�GH�9DOSDUDtVR�\�GH�OD�8QLYHUVLGDG�GH�/RV�
Andes.

Espero que esta obra sea de utilidad e interés para académicos, investi-
gadores, abogados, jueces y estudiantes. A ellos estuvieron dirigidos nues-
tros mejores esfuerzos.

Prof. Dr. Diego Palomo vélez

8QLYHUVLGDG�GH�7DOFD

En Talca, julio de 2017
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